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RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO CENTRAL  
DE RECURSOS CONTRACTUALES 

 

En Madrid, a 5 de febrero de 2026 

VISTO el recurso especial en materia de contratación interpuesto por D. T. J. J. H. , en 

representación de la mercantil RICARDO CERTIFICACIÓN IBERIA, S.L., contra su 

exclusión del lote 1 del procedimiento de licitación del contrato  “Verificación CE de 

interoperabilidad de los subsistemas infraestructura, energía y control - mando y 

señalización en tierra y verificación de las instrucciones adicionales contempladas en la 

orden TMA/135/2023, en fase de diseño general, de las actuaciones en las líneas de red 

convencional, en régimen de pedido abierto (3 lotes)”, con expediente 3.25/27504.0010, 

convocado por la Presidencia de ADIF; este Tribunal, en sesión del día de la fecha, ha 

adoptado la siguiente resolución: 

ANTECEDENTES DE HECHO 

Primero. Aprobado el expediente para la contratación de los servicios para la verificación 

CE de interoperabilidad de los subsistemas infraestructura, energía y control - mando y 

señalización en tierra y verificación de las instrucciones adicionales contempladas en la 

orden TMA/135/2023, en fase de diseño general, de las actuaciones en las líneas de red 

convencional, en régimen de pedido abierto, convocado por la Presidencia de ADIF,  con 

expediente 3.25/27504.0010 dividido en tres lotes, a adjudicar por procedimiento abierto, 

se procedió al anuncio de la licitación y de los pliegos en la Plataforma de Contratación del 

Sector Público (PLACSP) el día 14 de abril de 2025, su envió al Diario Oficial de la Unión 

Europea el mismo día (fue publicado en este el 16 de abril de 2025) y su publicación en el 

Boletín Oficial del Estado el 23 de abril de 2025.  
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El objeto del contrato se anunció con división en tres lotes y con un valor estimado de 

7.547.260,00 euros. Los lotes se fijaron así:  

- LOTE 1. PROYECTOS CON PRESUPUESTO DE EJECUCIÓN MATERIAL MENOR O 

IGUAL A 3.000.000,00 € (PEM ≤3 M €). 

- LOTE 2. PROYECTOS CON PRESUPUESTO DE EJECUCIÓN MATERIAL MAYOR DE 

3.000.000,00 € Y MENOR DE 15.000.000,00 € (PEM>3 M € Y PEM<15M €). 

- LOTE 3. PROYECTOS CON PRESUPUESTO DE EJECUCIÓN MATERIAL MAYOR O 

IGUAL A 15.000.000,00 € (PEM≥15 M €). 

Se señaló como código de clasificación CPV el 71311230 - Servicios de ingeniería 

ferroviaria. 

Y se fijó como plazo para la presentación de las proposiciones el día 23 de mayo de 2025 

hasta las 11.00 horas.  

Segundo. Dentro del plazo para la presentación de las proposiciones, fueron presentadas 

las siguientes, según consta en el certificado acompañado al expediente por el órgano de 

contratación:  

-ASOCIACION DE ACCION FERROVIARIA CETREN, 

- RICARDO CERTIFICATION IBERIA, S.L.U., 

- TÜV RHEINLAND RAIL CERTIFICATION BV IN SPAIN,  

- UTE BUREAU VERITAS INSPECCIÓN Y TESTING, S.L.U - CERTIFER BELGORAIL, 

S.A.  

- UTE SGS INSPECCIONES REGLAMENTARIAS, S.A. - RINA SERVICES, S.P.A. 

Tercero. El procedimiento abierto para la adjudicación siguió los trámites previstos para la 

adjudicación de los contratos de servicios sujetos a regulación armonizada previstos en la 
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vigente Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se 

transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y 

Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 (LCSP). 

Cuarto. Con fecha 29 de mayo de 2025 la mesa de contratación procedió a la apertura y 

calificación de la documentación administrativa, se declara bastante y en unidad de acto, 

se acordó la apertura del sobre nº 3 relativo a los criterios de adjudicación evaluables 

mediante juicios de valor.  La mesa comprueba que dos de los licitadores han incluido en 

el sobre documentación propia del sobre nº 2, por lo que acuerda su exclusión. Acuerda 

por último remitir la documentación del resto de las licitadoras a los servicios técnicos para 

su informe.  

Quinto. Con fecha 9 de junio de 2025 se reúne la mesa para el examen del informe de 

valoración, emitido el día anterior, que hace suyo. Acto seguido, procede a la apertura de 

los sobres que contienen las ofertas evaluables mediante fórmulas, que se remiten a los 

servicios técnicos para su informe. 

Sexto. El 2 de julio se emite el informe de valoración de estas ofertas para los tres lotes y 

se observa que la oferta de la licitadora RICARDO CERTIFICATION IBERIA, S.L., se 

encontraba incursa en presunción de valores anormales o desproporcionados, al ser 

inferior al umbral de 17,33 unidades porcentuales (umbral de temeridad tras la aplicación 

de la fórmula de temeridad establecida en el PCAP) y, por ello, se debía solicitar a la citada 

mercantil la documentación justificativa de su oferta. 

Séptimo. Tras el trámite de solicitud y remisión de justificación de documentación, con 

fecha 1 de agosto de 2025, se emite el Informe sobre las justificaciones presentadas por la 

empresa con proposiciones en presunción de valores anormales y desproporcionados por 

parte de los servicios técnicos, del que se desprende que RICARDO CERTIFICATION 

IBERIA, S.L., no justifica de forma suficiente su oferta incursa en valores anormales o 

desproporcionados, por lo que se propone su exclusión y se declara como mejor oferta tras 

la integración de las puntuaciones de los criterios de adjudicación subjetivos con los 

objetivos a la UTE SGS-RINA SERVICES 1985-2025.  
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Octavo. La Presidencia de ADIF adjudica el contrato con fecha 23 de octubre de 2025 y 

se procede a su comunicación a los licitadores por correo electrónico de fecha 27 de 

octubre de 2025 y a la publicación en la PLACSP el 13 de noviembre siguiente. 

Noveno. Disconforme con el acuerdo de exclusión de su oferta para el lote 1, el 

representante de RICARDO CERTIFICACIÓN, S.L., con fecha 11 de noviembre de 2025, 

formaliza en sede electrónica recurso especial en materia de contratación instando su 

estimación para que con anulación de su exclusión se acepten sus justificaciones a su 

oferta y se adjudique el contrato a su favor para el referido lote 1.  

Décimo. El órgano de contratación ha remitido el expediente de contratación, acompañado 

del informe exigido por el artículo 56.2 de la LCSP, en el que interesa la desestimación del 

recurso. 

Undécimo. La Secretaría del Tribunal ha dado traslado del recurso al resto de interesados, 

otorgándoles trámite para la presentación de alegaciones. Ha hecho uso del mismo la 

adjudicataria, que con fecha 9 de diciembre de 2025 ha presentado alegaciones 

interesando la desestimación del recurso. 

Duodécimo. Por Resolución de la Secretaria General del Tribunal dictada por delegación 

de este con fecha 11 de diciembre de 2025 se decreta mantener la suspensión del 

expediente de contratación, en relación con el lote 1, producida como consecuencia de lo 

dispuesto en el artículo 53 de la LCSP, de forma que, según lo establecido en el artículo 

57.3 del texto citado, será la resolución del recurso la que acuerde el levantamiento. 

Decimotercero. En la tramitación de este recurso, se han observado todos los trámites 

legal y reglamentariamente establecidos, esto es, lo prescrito por la Ley 9/2017, de 8 de 

noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento 

jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y Consejo 2014/23/UE y 

2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 (LCSP) así como por el Real Decreto 814/2015, de 

11 de septiembre, por el que se prueba el Reglamento de los procedimientos especiales 

de revisión en materia contractual y de organización del Tribunal Administrativo Central de 

Recursos Contractuales (en adelante, RPERMC).  
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 

Primero. Este Tribunal es competente para conocer del recurso interpuesto, de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 47 de la LCSP.  

Segundo. La actuación impugnada es susceptible de recurso especial en materia de 

contratación, pues nos encontramos ante un contrato de servicios que supera el valor 

estimado de 100.000 € ex artículo 44.1, a) de la LCSP y, se contrae a un acto susceptible 

de enjuiciamiento en esta sede al amparo del artículo 44.2, b) de la LCSP, por tratarse la 

exclusión de un acto de trámite cualificado.  

Tercero. La recurrente ha quedado excluida en el lote 1 por no haber aceptado el órgano 

de contratación las justificaciones dadas a su oferta incursa en presunción de valores 

anormalmente bajos, por lo que ostenta el concepto de legitimada de conformidad con el 

artículo 48 de la LCSP, en tanto un eventual pronunciamiento estimatorio le permitiría ser 

reintegrada al procedimiento de licitación.  

Cuarto. El recurso se ha interpuesto dentro del plazo legalmente establecido al efecto en 

el artículo 50 de la LCSP y se da cumplimiento a las demás formalidades procedimentales. 

Quinto. La representación de la recurrente, RICARDO CERTIFICACIÓN IBERÍA, S.L., 

argumenta que el acuerdo de exclusión es contrario a Derecho pues sus justificaciones a 

la oferta incursa en valores desproporcionados debieron ser admitidas. Considera, en 

síntesis, (i) que aportó un estudio económico explicando los aspectos tenidos en cuenta a 

la hora de realizar la estimación económica de los trabajos, en la que tiene especial 

relevancia la herramienta exclusiva de software de acceso remoto que utilizará para la 

ejecución del contrato, (ii) que la incoherencia observada en lo referido a las horas medias 

dedicadas a los perfiles de revisor y aprobador en las unidades L0105 y L0106 no es tal, 

en cuanto el incremento del número de Especificaciones Técnicas de Interoperabilidad 

(ETI) aplicables a un proyecto no implica necesariamente un aumento proporcional de las 

horas de trabajo requeridas para su verificación o certificación, (iii) que el importe global 

previsto en la oferta para reuniones y auditorías dentro del lote 1 asciende a cerca de 

20.800 euros, lo que cubre adecuadamente cualquier necesidad de reuniones 

complementarias que pudieran requerirse, en base a la experiencia real con ADIF de la 
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recurrente, (iv) que no es cierto que a todas las partidas les haya sido aplicada una baja 

lineal del 22,5%, sino que cada partida ha sido objeto de un análisis específico y (v) que, 

contra lo que afirma el órgano de contratación, la eficiencia y la capacidad del equipo 

humano de la recurrente si es un factor que debe ser tomado en consideración para 

considerar la viabilidad de la oferta. 

Frente a las alegaciones del recurrente, ADIF opone (i) que el recurrente no aporta ni 

desglose económico ni documentación de soporte válidos para justificar su oferta, y, 

específicamente, que no detalla el impacto económico concreto en aquella, (ii) en lo 

referido a la falta de correlación directa entre las ETI aplicables y las horas estimadas para 

los perfiles de evaluador, revisor y aprobador, los argumentos de la recurrente se ven 

desmentidos por los propios términos de la justificación de la oferta, en la que aportó una 

tabla de valores en la que seguía una proporcionalidad directa entre el número de ETI 

formalmente aplicables y el número de horas de los perfiles implicados en su revisión y 

aprobación, excepto en la unidad L0106; señala que, según se desprende del informe 

técnico que acompaña, el razonamiento expuesto en el recurso no puede acogerse, puesto 

que las ETI deben ser verificadas para determinar los requisitos aplicables en cada caso, 

por lo que un mayor número de aquellas requiere, por lógica, más horas de dedicación, (iii) 

que la cantidad prevista para reuniones y auditorías no puede ser aceptada, en tanto aplica 

un precio anormalmente bajo por cada reunión y (iv) las estimaciones de los servicios 

técnicos concluyen que el recurrente, efectivamente, ha realizado una baja lineal en todos 

y cada uno de los precios ofertados.  

Considera también que los motivos de oposición técnicos al informe deben ponerse en 

relación con el principio de discrecionalidad técnica, lo que significa que el órgano de 

contratación “(...) pueda apreciar libremente los temas de carácter técnico, pero sí que el 

control de legalidad no puede ir más allá de determinar si en la apreciación y valoración de 

tales extremos se ha actuado sin discriminación entre los licitadores, verificar que no se 

haya incurrido en error patente y que, finalmente, no se haya producido ninguna infracción 

legal en el cumplimiento de los requisitos y trámites del procedimiento de valoración”. Y 

que en el caso considerado, el informe técnico no ha incurrido en ninguno de los externos 

referidos. 
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Presenta, según hemos dicho, alegaciones la adjudicataria, en las que se limita a rechazar 

que el recurrente haya presentado en la justificación de la oferta argumentos suficientes 

para acreditar la viabilidad de la misma. 

Sexto. Expuestas las posiciones de las partes en primer lugar, hemos de entrar en el 

análisis de si la exclusión de la recurrente del lote 1 por no haber justificado debidamente 

su oferta incursa en presunción de valores anormalmente bajos es o no conforme al artículo 

149 de la LCSP, teniendo en cuenta la documentación presentada en dicha fase del párrafo 

4 del precepto referido, sin que puedan admitirse ahora en esta sede otras justificaciones 

con aportación de nuevos documentos económicos.  

A este respecto, resulta conveniente exponer la doctrina del Tribunal al respecto de la 

valoración de la justificación aportada por licitadores incursos en presunción de 

anormalidad, sintetizada en la Resolución 1074/2024, de 12 de septiembre, que cita la 

Resolución n.º 1255/2021, de 23 de septiembre: 

“Antes de entrar a analizar cada uno de los motivos de impugnación resulta conveniente 

exponer la doctrina del Tribunal sobre el tratamiento de las ofertas anormalmente bajas, 

sintetizada en la Resolución nº 1255/2021, de 23 de septiembre:  

«Este Tribunal ha establecido una doctrina consolidada en torno a las consecuencias 

derivadas de la calificación de una oferta como incursa en “valores anormales o 

desproporcionados”, debiendo destacarse las siguientes consideraciones: 

- En primer lugar, la mera existencia de una oferta con valores anormales o 

desproporcionados no implica su exclusión automática del procedimiento de licitación, sino 

que se ha de tramitar un procedimiento contradictorio, con audiencia al licitador afectado 

para que pueda justificar adecuadamente el bajo nivel de los precios ofertados o de costes 

propuestos, y, por tanto, que es susceptible de ser cumplida en sus propios términos; 

- La concurrencia de valores anormales o desproporcionados en una oferta supone una 

presunción iuris tantum de que la oferta no puede ser cumplida, la cual puede ser destruida 

mediante prueba en contrario por parte del licitador de la justificación anteriormente citada; 
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- La justificación del licitador debe concretar detalladamente los términos económicos y 

técnicos de su oferta, con la finalidad de demostrar de modo satisfactorio que, a pesar del 

ahorro que supone su oferta, la misma no pone en peligro la futura ejecución del contrato; 

no es precisa una justificación exhaustiva de la oferta desproporcionada, sino que se ha de 

ofrecer explicaciones suficientes que justifiquen satisfactoriamente el bajo nivel de precios 

o de costes propuestos, y por tanto, despejen la presunción inicial de anormalidad de la 

baja ofertada, permitiendo llegar al convencimiento de que se puede cumplir normalmente 

con la oferta en sus propios términos; 

- La justificación de los argumentos en que se base han ser más profundos, sólidos, 

detallados o extensos cuanto mayor sea la anormalidad de la baja;  

- La decisión sobre si la oferta puede cumplirse o no corresponde al órgano de contratación, 

que debe sopesar la justificación ofrecida por la empresa licitadora y el informe o informes 

emitidos por los servicios técnicos;  

- El control jurídico de dicha decisión es limitado, en la medida en que se trate de una 

decisión discrecional, debiendo tenerse en cuenta la aplicación de la doctrina de los límites 

de la discrecionalidad técnica de la Administración; 

- El rechazo de la oferta exige una resolución debidamente motivada que indique el motivo 

por el cual las justificaciones ofrecidas por el licitador no explican satisfactoriamente el bajo 

nivel de precios ofertados. En consecuencia, la competencia del Tribunal se extiende al 

análisis de la justificación del licitador cuya oferta es considerada anormal, y determinar si 

es suficiente o no, análisis que procede realizar en este momento». 

Por otro lado, resulta importante destacar que el informe técnico por el que se admiten o 

en su caso, no se admiten las justificaciones de una oferta incursa en presunción de valores 

anormalmente bajos, goza de los atributos propios de la discrecionalidad técnica como ha 

venido afirmando este Tribunal en reiteradas Resoluciones, entre otras, la nº 691/2024, de 

30 de mayo, en la que se pronuncia así: 

“Asimismo, las Resoluciones 968/2019, de 14 de agosto, 6/2016, de 12 de enero y 

343/2015, de 17 de abril de 2015, Resoluciones 246/2012, de 7 de noviembre, 606/2013, 



 

Expdte. TACRC – 1850/2025    

9 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO CENTRAL 
DE RECURSOS CONTRACTUALES 

 
 

de 4 de diciembre, 288/2014, de 4 de abril, 344/2014, de 25 de abril, 718/2014, de 26 de 

septiembre, o 255/2015, de 23 de marzo disponen que “Debemos recordar, además, que 

informe que da por válida la justificación ofrecida, al ser elaborado por un técnico adscrito 

al órgano de contratación, gozan de la llamada discrecionalidad técnica a la hora de valorar 

dicha justificación, y, dado que el recurrente no ha probado que en su redacción se haya 

incurrido en un error material, alguna arbitrariedad o error de procedimiento, las 

conclusiones técnicas emitidas por el servicio técnico deben prevalecer, pues la 

discrecionalidad técnica no ha sido desvirtuada”. 

Aplicando la mencionada doctrina al caso aquí analizado, resulta claro que el órgano de 

contratación, una vez apreciada la presunción de anormalidad, ha seguido los trámites 

legales previstos en el artículo 149 de la LCSP, dando trámite de audiencia a la recurrente 

incursa en tal presunción, y siendo sus alegaciones evaluadas por los técnicos con el fin 

de comprobar si justifica o no de forma suficientemente satisfactoria el bajo nivel de precios 

o de costes propuesto y que, por ello, es susceptible o no de cumplimiento en sus propios 

términos. 

Examinada la justificación de la oferta del recurrente, se consideran a continuación 

brevemente su contenido: 

Incluye (apartado 2) un estudio económico en el que, con carácter introductorio expone a 

grandes rasgos la metodología que desarrollará para la ejecución del contrato. Señala que 

dispone de una herramienta exclusiva de software que abarca todo el proceso de 

evaluación, revisión y aprobación, lo que le permite optimizar la eficiencia y consistencia 

de las evaluaciones, que su equipo humano está compuesto por profesionales con un 

profundo conocimiento de la organización y metodología de ADIF, además de una amplia 

trayectoria de certificaciones NoBo en el sector ferroviario y que dispone de profesionales 

capacitados para cubrir las necesidades en las localizaciones donde se realicen los 

trabajos. Concluye estas consideraciones introductorias manifestando que cuenta con 

amplia experiencia en los ámbitos que son objeto del contrato, y que ha trabajado en varios 

proyectos para ADIF y ADIF AV. 
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Presenta a continuación un cuadro en el que describe las actuaciones a realizar y, para 

cada una, consigna las horas estimadas para evaluadores, revisores y aprobadores, los 

precios/hora asignados a cada uno y un importe para auditorías y reuniones. 

En el apartado 3, con el título de “costes”, manifiesta que la especialización y división del 

trabajo le permite optimizar los costes horarios. Establece un coste/hora por cada perfil 

requerido (evaluador, revisor y aprobador), e incluye para cada uno de ellos la expresión 

“superior al doble del salario base de convenio”. 

En el apartado 4 (condiciones especialmente favorables) reitera las consideraciones sobre 

la eficiencia y capacidad, experiencia y conocimiento del sistema ferroviario español que 

tiene su equipo humano. 

Culmina su justificación manifestando su compromiso con el cumplimiento de las 

obligaciones medioambientales, sociales y laborales. 

El informe técnico pone de manifiesto la incoherencia entre los cálculos realizados para las 

horas calculadas para la unidad L0105 y L0106, que no son proporcionales a las ETI a 

verificar. Pone de manifiesto la reducción sustancial de los costes de reuniones y auditorías 

del proyecto. Señala además que las incoherencias se derivan de que el recurrente aplica 

bajas lineales del 22,50% sobre cada uno de los presupuestos de cada unidad, en vez de 

realizar un análisis del precio para cada una de las unidades. 

Coincide el Tribunal con las apreciaciones del informe técnico. En efecto, se aprecian 

incoherencias entre las unidades L0105 y L0106, en tanto un mayor número de ETI prima 

facie requiere más tiempo de dedicación, afirmación que el recurrente rechaza pero que no 

respalda por consideraciones adicionales. También es relevante la sustancial reducción 

del precio de las auditorías y reuniones, que el recurrente pretende explicar por referencia 

a otros contratos con ADIF, aunque esta pretensión también debe ser rechazada, puesto 

que tales consideraciones debieron ser hechas con ocasión de la justificación de la oferta, 

y la mera invocación a otros contratos, ayuna de referencias que puedan llevar a considerar 

una identidad sustancial entre ellos que justificara observar las mismas estimaciones de 

los costes en cuestión no puede ser aceptada. 
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Puede afirmarse, por lo tanto, que la justificación incurre en errores u omisiones, aunque 

el informe técnico no incorpora, más allá de ponerlos de manifiesto, una conclusión clara 

sobre la inviabilidad de la oferta de la recurrente. Echa de menos el Tribunal, después de 

la amplia doctrina que en los últimos años ha construido sobre los términos de los informes 

técnicos emitidos en relación con la justificación de las ofertas anormalmente bajas, un 

análisis de la justificación completo, que culmine en una opinión concluyente sobre la 

viabilidad de la justificación del recurrente. Hemos dicho reiteradamente que la exclusión 

de un licitador por entenderse que su oferta no puede ser ejecutada en los términos en los 

que ha sido formulada requiere una motivación más intensa, acorde con el relevante efecto 

que tal conclusión tiene sobre su continuidad en el procedimiento. En este sentido, la 

discrecionalidad técnica, que en su informe el órgano de contratación califica, con evidente 

exceso, como la posibilidad de “poder apreciar libremente los temas de carácter técnico”, 

no le releva del deber de motivar sus conclusiones. En este sentido el informe apunta 

errores metodológicos en la estimación de costes, que ya hemos dicho que consideramos 

fundados, pero no culmina la evaluación más pormenorizada de la oferta que permita ir 

más allá de la conclusión de que la baja “(...) no está suficientemente desglosada y 

justificada”, afirmación que, por otro lado, resulta algo excesiva cuando en el texto del 

informe no se advierten quejas sobre el nivel de desglose de la justificación. No puede dejar 

de apuntar el Tribunal, en este punto, que la justificación presentada por el recurrente no 

se ajusta a la estructura del amplio desglose de costes que contiene el informe sobre inicio 

de expediente (publicado por el órgano de contratación en la PLACSP el 10 de junio de 

2025), y que ni las estimaciones de dedicación horaria ni las retribuciones por hora de los 

perfiles requeridos son respaldadas por razonamiento o acreditación alguna. Pero, 

precisamente por el carácter eminentemente técnico que supone la conversión de la 

información suministrada por el recurrente en su justificación, tanto en las estimaciones de 

dedicación horaria a las tareas que conforman el objeto del contrato como en el precio/hora 

asignado a cada perfil técnico que debe participar en los trabajos, esta tarea debe ser 

abordada por el órgano de contratación, que dispone de los conocimientos especializados 

requeridos para ello (no otra cosa, por cierto, es la discrecionalidad técnica que la 

presunción iuris tantum de acierto que tales conocimientos otorgan a sus conclusiones). 

Procede, por lo tanto, estimar el recurso, ordenando la retroacción del procedimiento de 

licitación a fin de que se emita informe en el que, con la motivación adecuada, se concluya, 
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de forma taxativa, sobre la viabilidad o inviabilidad de la oferta del recurrente en los 

términos que fue formulada. 

Por todo lo anterior,  

VISTOS los preceptos legales de aplicación, 

ESTE TRIBUNAL, en sesión celebrada en el día de la fecha ACUERDA: 

Primero. Estimar el recurso especial en materia de contratación interpuesto por D. T. J. J. 

H. , en representación de la mercantil RICARDO CERTIFICACIÓN IBERIA, S.L., contra su 

exclusión del lote 1 del procedimiento “Verificación CE de interoperabilidad de los 

subsistemas infraestructura, energía y control - mando y señalización en tierra y verificación 

de las instrucciones adicionales contempladas en la orden TMA/135/2023, en fase de 

diseño general, de las actuaciones en las líneas de red convencional, en régimen de pedido 

abierto (3 lotes)”, y anularla, ordenando la retroacción del procedimiento en los términos 

establecidos en el Fundamento de Derecho Sexto de la presente Resolución.  

Segundo. Levantar la suspensión del lote 1 del procedimiento de contratación de 

conformidad con lo previsto por el artículo 57.3 de la LCSP.  

Esta resolución es definitiva en la vía administrativa y contra la misma cabe interponer 

recurso contencioso-administrativo ante la Sala de lo Contencioso Administrativo de la 

Audiencia Nacional, en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente a la 

recepción de esta notificación, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 11.1 letra 

f) y 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso 

Administrativa. 

LA PRESIDENTA 

LOS VOCALES 
 


